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Nacimiento y Desarrollo del 

Derecho Penal en Santo Domingo 
Nestor Contín Aybar* 

Es casi imposible determinar el nacimiento del Derecho 
Penal en lo que es hoy Santo Domingo, precisamente, 
porque era región desconocida para el mundo europeo, antes 

de la fecha del Descubrimiento de América. Una era pre­
hispánica o Indígena del Derecho Penal se entiende sólo 
como división histórica imaginable; pero no comprobable 
por la falta de datos que establezcan su discurrir, o su for­
ma de existencia. No pasa lo mismo con los antecedentes del 

Derecho Penal en la nación descubridora, por cuanto es 
posible, dado su grado de desarrollo y las fuentes históricas 

disponi~les señalar, suficientemente, con bastante certeza 

su nacimiento y desarrollo. Descartando, pues, el estudio de 
lo que hemos llamado Era Prehispánica o Indígena, intente­
mos, aunque sea brevemente, avocamos al estudio de ese 

•Magistrado Juez Presidente de la Suprema Corte de Justicia. Este es el texto de 
su conferencia ante la Academia de Ciencias Penales de la República Dominica­
na., el 26 de mayo de 19~3. 
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período, para apropiárnoslo como cosa nues- hombre prehistórico. 

tra, aunque haya ocurrido fuera de nuestro La aparición de lo que puede considerarse 
territorio, pero que fue aplicado por gentes como verdadera justicia en la tierra, no puede 
que luego lo descubrieron, conquistaron y co- precisarse con exactitud, en cuanto penalidad 
Ionizaron. de los hechos delictuosos. Sólo el famoso Gui-

Agreguemos al respecto que la situación a 
que acabamos de referirnos se debe a la insu­
ficiencia demostrada por los llamados Cronis­

tas de Indias en sus relaciones o memoriales y 
a la falta de documentos que dieran fe de sus 

observaciones, acerca de esa materia. Por otra 
parte, el grado de desarrollo de los habitantes 
de la isla no alcanzaba a dar a conocer, si es 
que lo tenían, lo que se llamaría Derecho Penal 
lndígen~, en . puridad de verdad. Podría agre­

garse que tampoco, los hombres que acom­
pa,ñaban a IQs descubridores o conquistadores 

. . 
eran gentes de letras, capaces de dejar a la 
posteridad, el producto de sus observaciones o 
de las noticias obtenidas, en lo atinente al 
Derecho Penal de los primitivos habitantes de 
Sa-nto Domingo.' ' 

Volviendo a Earopa, continente al cual per­
'tenece la nación descubridora, o sea, la llama­
da 'Madre' Patria, no podemos dejar de men­
cionar; · siquiera, al famoso Código Hammu-· 

rabí, cuya fecha se calcula en dos milenios 

antes de Cristo y los fragmentos descubiertos 
· posteriormente, del aún más remoto Código 

Sumerio. : Remontarse aún más lejos en el · 
tiempo, nos . conduciría a hallazgos arqueo­
lógicos tallados en bloques de diorita y a la in­

terpretación de escritos de caracteres cunei­
fomes, o a penetrar, sigilosamente, en · 1a fa­

mosísima Caverna de Altamira que ·ofrece . 
representaciones admirables de animal~s de· 

caza, pero no muestra la vida y costumbres del; 

llermo Ferrero da a conocer un celebrado es­
tudio acerca del homicidio entre los salvajes. 

La fórmula de la justicia penal, puede de­
cirse con bastante propiédad que se inicia con 

la antiquísima Ley del Talión, que se sintetiza, 
a nuestra manera de ver, en la expresiva y la­
pidaria frase: "Ojo por ojo, diente por diente", 
esto es, causar daño al malhechor tal cual él 
había hecho al agraviado, lo que resultaba de 
gran comodidad para los jueces penales, al 
principio; pero que, después, su aplicación 
resultaba imposible en multitud de casos. 

En la historia del Derecho Penal, en todo el 

Orbe conocido, corresponde ahora referirnos 
al Derecho Romano, comprendiendo en nuestro 
estudio todas las épocas del mismo, esto es: la 
Monarquía, la República y el Imperio. De la 
primera de estas épocas se recue_rda, vaga­
mente, a Pajurio y sus leyes "lus Civnes Pa­
piri anum" . 

Es ésta, también, la época del "buccidium", o 
sea, la muerte del buey de labor, penada con el 
"supplicium". 

Poco tiempo después de proclamada la 

República, los decenarios presentan al pueblo 
romano las famosas "doce tablas" que, origi­
nalmente fueran sólo diez. -

A grandes rasgos, con zancos imaginarios de 
Gulliver, salvemos los grandes espacios, las 
enormes distancias comprendidas entre una y 

otra época señaladas, para situarnos en 
España, más concretamente aún, en Castilla y 



en León. Nadie ignora que nuestro actual dere­
cho, en general, es de origen francés y que 
éste, a su vez, tiene sus raíces en el derecho 
romano. Pero aún en la época inicial de la co­
lonización española, a partir del Descubri­
miento y de la Conquista, en que regió el Dere­
cho llamado Indiano, en las nuevas tierras 

descubiertas hace ya cinco siglos, éste se ins­
piraba en el Derecho Castellano, que también 
tuvo sus fuentes, prístinas e inagotables, en el 
Derecho Romano. Recuérdese que los habi­
tantes de la Península Ibérica fueron los celtas 
y los iberos y que la misma fue luego conquis­
tada por los romanos quienes impusieron sus 

organizaciones pofiticas, su lengua y sus ins­
tituciones jurídicas. 

La caída estrepitosa del Imperio Romano no 
borró del Derecho Castellano la impronta de 
sus influencias romanas. Ni siquiera esto 
ocurrió cuando se produjeron las invasiones 
de los pueblos bárbaros encabezados por uno 

de ellos, el visigótico, que dominó la ibérica 
península, e impuso sus usos jurídicos, cuyo 
derecho era de raíz germana, porque lo que 
sucedió fue que ambos derechos se mezclaron 
para constituir lo que hoy se conoce como de­
recho romano-visigótico, el cual ejerció su 

dominio por varios siglos. 
La invasión mora, efectuada en el siglo VIII, 

en la parte sur de la antigua provincia romana 
de Hispania, impuso, desde luego, su derecho, 

en los califatos creados; pero una lucha secu­
lar y sangrienta, sin tregua, hizo que los rei­
nos ibéricos del norte reconquistaran el sur 

del territorio y, . precisamente, en 14 9 2, Año 
del Descubrimiento, se rindió el último re­

ducto fuerte de los moros en Granada. 

.. ·· ····.· .. ·::.:.:.:····· -:~:::¡:¡¡¡¡\111~::t ..... ..... .--
con el descubrimiento de Améric~, patroci­

nado sólo por la Reina Isabel la Católica, de 

Castilla, antes de producirse la unión con el 
reino de Aragón, el Derecho Castellano llegó a 
las nuevas tierras en las naves de Colón y sus 
acompañantesyseguidores. 

La consolidación de los reinos de los monar­
cas católicos produjo que las leyes de los ante­
cesores de Isabel de Castilla tuvieran preemi­
nencia en la Península, a medida que el 

Derecho Feudal fue cediendo y dando paso a las 
nuevas instituciones y leyes inspiradas en su 
mayoría, en el derecho romano justiniano. 

La obra legislativa eminente de Alfonso el 
Sabio, el autor del Código de las Siete Partidas, 
promulgado hacia 1 2 60, se impuso sin oposi­
ción y con la particularidad importantísima 
para nosotros, de que actuó y se condujo como 
derecho supletorio, aplicado a las nuevas tie­

rras descubiertas. 
Para nosotros, no obstante, el hecho de 

mayor importancia, verdaderamente trascen­
dental, lo constituye la creación, el 5 de octu­
bre de 1 511 , hace algo menos de quinientos 
años, de la Real Audiencia de Santo Domingo. 

Fue por provisión de Fernando V, dictada a 
nombre de Doña Juana de Burgos, que nació tan 

importante institución. Por ella se manda "que 
en las dichas indias hubiese una audiencia e juzga­

do en la cual residiesen tres personas de letras e 
experiencia e conciencia para que determinasen 
los pleitos e cabsas que ante ellos \liniesen en 
grado de apelación o de otra manera e para que 
con más brevedad los dichos jueces detenninasen 
e c,onociesen de las cabsas les mandamos dar e di­
mos unas ordenanzas firmadas del Rey mi señor e 
padre e selladas con nuestro sello segund más lar­
go en ellas se contiene e agora confiando de la su-



ficlencia o avilidad letras e experiencia de vos los 
licenciados Marcelo de Villalobos e Juan Ortíz de 

Matienzo e Lucas Vásquez de Ayllón es mi merced 
e wluntad fuese seades nuestros jueces de apela­
ción de la audiencia e juzgado que en las dichas 
han de estar e residir e que como tales jueces p~ 
dades conocer e conozcades de todos los pleitos e 

cabsas, ansy cMles como criminales que en grado 
de apelación o· de otra cualquier manera ante vo­
sotros vinieren segund e cano e de la forma y 

manera que por las ordenanzas del cicho juzgado 
mandamos que conozcáis de las cichas causas e 
que sobre todo lo a ellas anexo e concerniente 

podáis hacer e mandar hacer todos los actos que 
convengan e menester sean sin que sobre ellos ni 
sobre cosa alguna ni parte de ello se vos ponga ni 
consistáis poner impedimento alguno", etc. 

Muy poco sabemos, en realidad, de aquellos 
señores de "letras experiencia y conciencia" 
que tuvieron el altísimo honor de gozar de las 

gracias, franquicias, libertades y señoríos, 
preeminencias, prerrogativas y privilegios, 

en razón de ser los primeros jueces de la 
primera Real Audiencia del Nuevo Mundo. 

De Marcelo de Villalobos conocemos que fue 
natural de Jerez de la Frontera, jurisdicción 
del Arzobispado de Sevilla, que se graduó de 

licenciado en Cánones, que fue elegido el 22 de 
marzo de 1505 por el Colegio y que el hister 
riador Gonzalo Fernández de Oviedo hacía una 

amplia mención de él, pudiéndose agregar que 

en las Ordenanzas. para los jueces de apelación 
dadas en Burgos, el mismo 5 de octubre de 

1 511 , aparece con el apellido de Villalópez. 
De Lucas Vásquez de Ayllón, sabemos que era 

natural de Toledo y había llegado a La Española 
hacia 1503, bajo el gobierno de Ovando: Vuelto 
a España, regresó a la isla y en sus funciones 

de oidor, desde 1 511, estuvo largo tiempo. 

Visitó Cuba y México en procura de dirimir la 
controversia existente entre Velázquez y Cor­
tés. Agreguemos que emprendió una expedición 
a la Florida y allí murió el 18 de octubre dé 

1526 y que redactó cartas y memoriales, asi 
come;> informes propios de sus funciones en que 
da cuenta de las misiones que se le confiaron. 

A su llegada a la Isla Espaf\ola, el Comen<fa­
dor Ovando, quien había solicitado que se le 

enviase un letrado para ayudar al licenciado 
Maldonado, lo recibió muy bien y lo hizo al­
calde de la ciudad de la Concepción {La Vega) y 
de otras villas. 

Se sabe, además, que envió hombres en 
1 521 a las costas de las Islas Caribes y Luca­
yas a capturar esclavos, operación que consti­

tuía un lucrativo negocio. 
Finalmente, es conocido que Vásquez de 

Ayllón organizó una expedición en la que iba 
un grupo de misioneros para fundar colonias 

en tierras de Norte América. Una de éstas fue 
la llamada San Miguel de Guadalupe, o simple­
mente, Guadalupe, cerca del Cabo Yokant, la 
que diezmada por las enfermedades y por 
ataques de los enardecidos naturales, causó la 
ruina de su fundador. 

De Ortíz de Matienzo no llegan noticias hasta 

nosotros como no sean las que informan que 

partió para los Reinos de Castilla, en uso de 

licencia, el 27 de junio de 1526. 
El objetivo declarado, aunque no aceptado 

por todos, de la creación de la Real Audiencia 
d~ Santo Domingo era facilitar a los súbditos 

de Indias en las apelaciones de los pleitos fa­
llados en la Metrópoli, sin necesidad de acudir 
a ella. No obstante, la creación de este juzgado 
ha sido considerada, comúnmente, como un 
golpe de gracia de los Reyes a la autoridad de la 



familia Colón que se creía mermada en sus po­

deres y atribuciones. Pero, lo cierto es que esa 

trascendental decisión de los Reyes de Espaf\a 

es consecuencia de la aplicación de la cláusula 

quinta de la sentencia de 1 511, en los pleitos 

colombinos, en la cual se especificó clara­

mente, que Sus Altezas podían nombrar jueces 

de esa categoría para facilitar y abreviar las 

causas en ~ado de apelación. 

No es ocioso recordar lo que eran las Au­

diencias en América durante la época colonial; 

simplemente, eran tri.bunales de justicia, a 

semejanza y usanza de los espaf\oles. Pero, es­

tos juzgados americanos tenían una particu­

laridad que los diferenciaba de los espaf\oles y 

era su competencia en materia de gobierno. 

Cuando era necesario o útil para la política 

indiana, como sucedió, por ejemplo, en la se­

gunda mitad del siglo XVI, las Audiencias g~ 

biernan los territorios de sus respectivas ju­

risdicciones. Más, los frecuentes y acres con­

flictos que generan los jueces-gobernadores, 

precisa la creación de Presidentes de las Au­

diencias a quienes se confía, exclusivamente, 

el gobierno de su territorio, mientras los 

demás oidores se limitan a los asuntos concer­

nientes a la justicia. 

Más tarde, ya en pleno siglo XVII, la impor­

tancia, auge y gravedad de los asuntos mili­

tares determinaron que se nombraran para 

encabezar las audiencias a elementos de armas 

tomar, o sea, a los llamados presidentes de 

capa y espada que nada tenían que ver con ma­

teria jurídica. Además, las audiencias ameri­

canas realizan una suerte de actuación de con­

trol fiscal hasta que son creados los instru­

mentos adecuados para llevar esta delicada 

misión. 

Se ha dicho, no sin razón, que "La Audiencia 

de Sañto Domingo tuvo una gran trascendencia 

en los origenes de la conquista, pues a las ,nu­

chas atribuciones que le concernían se agrega­

ba la especial de ser el único tribunal de ape­

lación en la no pequef\a región descubierta", y 

se agrega que "su prestigio e influencia no 

terminan con la creación de los nuevos órganos 

de administración Y. judiciales; por el contra­

rio, ella es el model~crisol en que se. fundie­

ron las instituciones castellanas que, como los 

hombres que las trajeron han de adaptarse al 

medio, pues reelabora, lima asperezas, com­

pleta, etc. y una vez aceptadas las pone en cir­

culación en los territorios dependientes de 

ellas, que al recibirlas, se independizan". 

Los párrafos siguientes resumen, sinteti-

. zan, expresado en pensamiento ajeno, toda la 

importancia reconocida a la Real Audiencia de 

La Española: "el municipio, la encomienda, en 

el orden institucional; la universidad, las es­

cuelas, la literatura, etc., en el cultural; la 

medicina tropical, etc., todo en resumen nace 

para América en Santo Domingo". 

Lo anteriormente expuesto tiende simple­

mente a recordar, aunque sea brevemente, los 

orígenes del Derecho Castellano que, a su vez, 
constituyen las fuentes remotas del derecho 

impuesto por los conquistadores y coloniza­

dores en la Isla Espaf\ola, conocido como Dere­

cho Indiano. 

Hechos históricos posteriores a la época a 

que hemos venido refiriéndonos, aconteci­

mientos diversos e inevitables y en que sin ser 

protagonistas nos llevaron a ser víctimas in~ 

centes, cambiaron, a menudo, nuestro status 

poíitico, hasta tal extremo que nos atribuye­

ron nacionalidades distintas. 



Sirvan de ejemplo los tratados de Ryswick, 
de 1697, de Aranjuez, de 1777 y de Basilea 
del 1795, que determinó la cesión a Francia de 
la parte española y oriental de la Isla de Santo 
Domingo. La dominación francesa tuvo fin en el 
1809, en que por la acción valiente de Juan . . 

Sánchez Ramírez fuimos reincorporados a 
Espafla por el movimiento bélico y pofitico co­
nocido en la historia como guerra de la Recon­
quista, que nos condujo a la triste época lla­
mada de la Espafla Boba. Esta tuvo su fin, 
gracias a la hazafla incruenta de Núñez de 
Cáceres, fundador del Estado Independiente de 
Haití Espai'\ol, que debía adherirse a la confe­
deración de la Gran Colombia. 

Poco duró la llamada Independencia Efimera, 
pues los habitantes del Oeste de la isla, los 
haitianos, no tardaron en invadirnos y echar 
por el suelo el ideal de la independencia de que 
disfrutamos por tan poco tiempo. 

La reincorporación a España con la rendi­
ción de la capital de la isla a las fuerzas del 
brigadier cotuisano Juan Sánchez Ramírez 
auxiliado por las tropas inglesas, volvió la 
antigua colonia de Santo Domingo a ser depen­
diente de la Corona de España, ahora como 
provincia. Esta circunstancia nos permitió 
enviar a Francisco de Mosquera y Cabrera 
como Diputado por Santo Domingo a las Cortes 
Generales y Extraordinarias de la Nación 
Espanola que decretaron la Constitución 
Pofitica del 18 de marzo de 1812, que fue 
publicada y jurada en Santo Domingo los días 
18 y 19 de julio del mismo 1812. Esta Cons­
titución Política de la Monarquía Espai'\ola, 
llamada de Cádiz, en el artículo 242_ ordena 
que "La potestad de aplicar las leyes en las 

causas civiles y criminales pertenece, excl~ 
sivamente, a los Tribunales". Asimismo, el 
artículo 247 dispone que "Ningún espai\ol 
podrá ser juzgado en causas civiles ni crimi­
nales por ninguna comisión; sino por el Tri­
bunal competente, determinado con anteriori­
dad por la ley". Proclama, por su parte, el 
artículo siguiente, o sea el 248, que "en los 
negocios comunes civiles y cri,:ninales no 
habrá más que un solo fuero para toda clase de 
personas". Importante en grado sumo, es la 
disposición del artículo 254 que, textual­
mente, reza así: ''Toda falta de observancia de 
las leyes que arreglan el proceso en lo civil y 

en lo criminal, hace responsable personal­
mente a los jueces que la cometieren". El 
artículo 258 establece que "El Código Crimi- . 
nal y el de Comercio serán unos mismos para 
toda la Monarquía, sin perjuicio de las varia­
ciones que por particulares circunstancias 
podrán hacer las Cortes". 

En cuanto a la administración de justicia en 
lo criminal, los artículos 286 al 308, contie­
nen las siguientes previsiones: que "Las leyes 
arreglarán la administración de justicia en Jo 
criminal de manera que el proceso sea formado 
con brevedad, y sin vicios; a fin de que los de­
litos sean prontamente castigados"; que 
"ningún español podrá ser preso sin que pro­
ceda información sumaria del hecho, por el 
que merezca según la ley ser castigado con 
~na corporal, y asimismo sin mandamiento 
del juez, por escrito, que se le notificará en el 
acto mismo de la prisión"; que "toda persona 
deberá obedecer estos mandamientos"; que 
"cualquiera resistencia será reputada deUto 
grave"; que "cuando hubiere resistencia o se 



temiere la fuga se podrá usar de la fuerza para 
asegurar la persona"; que "el arrestado antes 
de ser puesto en prisión, será presentado ante 
el juez, siempre que no haya cosa que lo es­
torbe, para que le reciba declaración; mas si 
esto no pudiera verificarse, se le conducirá a 

la cárcel en calidad de detenido y el juez le re­
cibirá la declaración dentro de las veinticua­
tro horas"; que "la declaración del arrestado 
será sin juramento, que a nadie ha de tomarse 
en ·materia criminal sobre hecho propio"; que 

"en 'fraganti' todo delincuente puede ser 
arrestado, y todos pueden arrestarle y condu­
cir a la presencia del juez"; que "si se resol­
viere que el arrestado se le pone en la cárcel, 
o que permanezca en ella en calidad de preso, 
se proveerá auto motivado, y de él se entre­

gará copia al alcaide, para que la inserte en el 
libro de presos, sin cuyo requisito no admitirá 
el alcaide a ningún preso en calidad de tal, bajo 

la más estrecha responsabilidad"; que "sólo se 
hará embargo de bienes cuando proceda por 
delitos que lleven consigo responsabilidad pe­
cuniaria, y en proporción a la cantidad a que 

ésta pueda extenderse"; que "no será llevado a 
la cárcel el que dé fianza en los casos en que la 
ley no prohíba expresamente que se admita la 

fianza"; que "en cualquier estado de la causa 
que aparezca que no puede imponerse al preso 
pena corporal, se le pondrá en libertad dando 
fianza"; que "se dispondrán las cárceles de 

manera que sirvan para asegurar y no para 

molestar a los presos; así el alcaide tendrá a 
éstos en buena custodia, y separados los que el 

juez mande tener sin comunicación, pero nun­
ca a calabozos subterráneos ni malsanos"; que 

"la ley determinará la frecuencia con que 

habrá de hacerse la visita de cárceles", y "que 
no habrá preso alguno que deje de presentarse 
a ella bajo ningún pretexto"; que el juez o el 
alcaide que faltaren a las disposiciones ante­
riores serán castigados como reos de detención 
arbitraria y que este hecho será comprendido 

como delito en el Cógido Criminal"; que "den­
tro de las veinticuatro horas se manifestará al 
tratado como reo la causa de su prisión; y el 
nombre de su acusador, si lo hubiere"; que "al 
tomar la confesión al tratado como · reo le 

leerán íntegramente todos los documentos y las 
declaraciones de los testigos, con los nombres 
de éstos; y si por ellos no los conociere, se le 
darán cuantas noticias pida para venir en co­
nocimiento de quiénes son"; que "el proceso 
será público, una vez cumplidas las anteriores 
regulaciones, en el modo y forma que determi­
nan las leyes"; que "no se usará nunca, del 
tormento ni de los apremios"; que "tampoco se 
· impondrá la pena de confiscación de bienes"; 
que "ninguna pena que se imponga por cual-
quier delito que sea, ha de ser trascendental 
por término ninguno a la familia del que la 

sufre, sino que tendrá todo su efecto precisa­
mente sobre el que la mereció"; que "no podrá 
ser allanada la casa de ningún espaflol sino en 
los casos que determine la ley para el buen 

orden y seguridad del Estado"; y, por último, 
que "si en circunstancias extraordinarias la 
seguridad del Estado exigiese en toda la mo­

narquía, o en parte de ella, la suspensión de 

algunas de las formalidades anteriores, para el 
arresto de los delincuentes, podrán las Cortes 

(las cámaras legislativas) decretarla por un 

tiempo determinado". 
Como ya se ha revelado anteriormente, la 



errónea política observada por España en el 

período llamado de la España Boba, condujo a 

Santo Domingo a proclamar su independencia 

bajo el auspicio de la Gran Colombia, ideal 

utópico del Libertador Simón Boíivar. 

Constituido en Santo Domingo un gobierno 

provisional presidido por el Dr. José Núñez de 

Cáceres, se redactó un "Reglamento Provi­

sional para el buen orden y régimen del Esta­

do", publicado el · 1 ° de diciembre de 1821 , 

documento equivalente a una Constitución 

Poíitica. Esta Acta Constitutiva de la Parte 

Española de la Isla de Santo Domingo proclama 

que la potestad de administrar justicia, en lo 

civil y lo criminal, pertenece a los jueces y 

tribunales determinados por las leyes y con 

arreglo a los trámites y formalidades que 

prescriben las mismas. 

La referida Acta Constitutiva esboza, junto 

con los deberes, los que distingue como dere­

chos de los ciudadanos. Así rec'onoce que "la 

casa de todo ciudadano es un seguro asilo de su 

persona y de cuanto tenga en ella; no podrá ser 

allanada sino en los casos determinados por la 

ley con un previo mandamiento judicial por 

escrito, o por el juez en persona cuando en 

ella se comete un delito, o se refugia un delin­

cuente 'in fraganti', o perseguido por autori­

dad competente. Los lugares públicos, como 

fondas, cafés, botillerías, billares y todos los 

que necesiten licencia del gobierno para su es­

tablecimiento pueden ser visitadas de día y de 

noche según lo exijan el buen orden y el arre­

glo de la policía". Dispone, además, aquel ins­

trumento esencial constitutivo de un Estado, 

que "Ningún ciudadano puede ser per:.seguido, 

preso, o detenido en la cárcel, u otro lugar 

público, sir:io en las casas; y con la formalidad 

de proceso, que requieren las leyes". Asimis­

mo, se establece que "Ningún ciudadano puede 

ser perseguido, preso o detenido en la cárcel u 

otro lugar público, sino en los casos, y con la 

formalidad de proceso; que requieren las 

leyes". 

Se ordena, además, que "si el hecho que mo­

tivó la prisión mereciere pena corporal, no 

podrá el preso ser puesto en libertad bajo de 

fianza; pero tendrá IÚgar la fianza cuando sólo 

se merezca alguna multa pecuniaria o pena 

correccional que . no exceda de un mes de 

arresto". 

Se crea un tribunal de apelaciones residente 

en la Capital, denominado Corte Superior de 

Justicia; pero en materia criminal, el mismo 

sólo puede conocer de las consultas que le for­

mulen los jueces acerca de sus sentencias. 

Para la imposición de las penas en lo crimi­

na 1, se arreglarán los jueces de primera ins­

tancia y los de la Corte Superior de Justicia a 

lo dispuesto en las leyes existentes al tiempo 

de la publicación de la Constitución Política de 

la Nación Española, interín no se formen otras 

más análogas al genio, educación y costumbres 

de los ciudadanos del Estado. 

Las anteriores disposiciones transcritas o a 

las que simplemente se hace alusión, consti­

tuyen la génesis de principios mejormente 

elaborados con el paso del tiempo y la práctica 

consuetudinaria, que aparecen en nuestras 

C_onstituciones Poíiticas o en leyes adjetivas de 

carácter penal o procesal penal. Nos ref eri­

mos, por supuesto, tanto a artículos de la lla­

mada Constitución de Cádiz, como al Acta Cons­

titutiva de Núñez de Cáceres. Obsérvese, al 

respecto, cómo aparecen ya en esos instru­

mentos constitutivos del Estado, los principios 
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de derecho constitucional en estrecha relación ción, localización y adecuación del Código Pe-

con el derecho penal o procesal penal, rete- nal francés de 181 O. 
rentes a la necesidad de la existencia previa de En consideración a que el artículo 136 de la 

tribunales competentes para juzgar a los reos; Constitución entonces vigente, establecía tri-
igualmente están ya, claramente definidos, los bunales de apelación en el territorio de los 

principios de la igualdad de los ciudadanos ante distritos judiciales de la República, no con-
la ley, así como el debido proceso, el manda- templados en el Código haitiano vigente hasta 
miento de Hábeas Corpus, el sistema de liber- ese entonces, en nuestro país, el Congreso Na-
tad provisional bajo fianza, la consideración cional, por su Decreto del 4 de julio de 1845, 
de delitos flagrantes. Del mismo modo, se vis­
lumbran ya providencias relativas a la segu­
ridad individual; al principio de que nadie 
puede ser obligado a declarar contra sí mismo; 

a la inviolabilidad del domicilio y a la perso­
nalidad de la pena; al régimen carcelario y a la 

publicidad de las causas penales. 
El breve período conocido como la Indepen­

dencia Ef mera despertó las ambiéiones del 
vecino Estado, como ya hemos expresado. Ni 
cortos ni perezosos, los vecinos haitianos, 
bajo el mando de Boyer, ocuparon la capital 
dominicana el 9 de febrero de 1821 . En esta 
época aún no se había empezado la codificación 

de la legislación haitiana. La misma no se ini­

ció sino con la promulgación del Código Civil 
haitiano en 1825. Esto dio lugar a que el dere­
cho vigente en Santo Domingo, en ese tiempo, 

no fue el propio de los ocupantes y domina­
dores, sino una mezcla de derecho consuetu­
dinario y del Derecho Intermedio francés, vi­

gente en Haití. 
Hay que anotar que el Código de Procedi­

miento Civil haitiano de 1825 fue derogado y 

sustituido por el de 1835. Pero, de todas 

maneras, es n~cesario no olvidar que el Código 
Penal nuestro, promulgado por Decreto del 20 
de agosto de 1884, no es más que una traduc-

mandó a observar en todos los tribunales de la 
República, los Códigos franceses de la Restau­
ración, con las modificaciones que contiene la 
ley orgánica. 

Posteriormente, el 2 de mayo de 1855, el 
Senado Consultor consideró, 1 º.- "que la buena 

administración de justicia es la base sobre la que 
reposan el orden público y la seguridad de las per­
sonas y propiedades"; 2º.- ''.que para que pueda 
alcanzarse tan importante fin es de necesidad que 
las leyes sean claras, precisas, concordantes, y 
que estén al alcance y comprensión de los asocia­
dos"; 3º.- "que puestos en vigor los Códigos de la 
Restauración Francesa por un decreto del Congre­
so Nacional, y estando en un icioma extraño, y no 
correspondiendo del todo a nuestras instituciones 
a la localidad, ni al personal de los tribunales de la 
República, cada día se presentan dificultades insu­
perables para su ejecución; y la mayor de todas 
es el estar en un idioma desconocido para la ma­
yor parte de los jueces y de los habitantes" y 

4°.- "que sin embargo de los esfuerzos hechos 
hasta para la traducción de los referidos Códigos, 
no ha podido verificarse con el más grande atraso 
de la buena administración de justicia y entorpec -
imiento del orden, sin lo cual es del todo í~osible 
operar una organización regular en tan importante 
ramo". Y, apoyado y justificado en esas consi­
deraciones razonables y convincentes, y no ol­
vidando recomendaciones hechas en ese sentido 



por el Poder Ejecutivo, el organismo legislat­
ivo decretó que "el Poder Ejecutivo procederá 

inmediatamente a nombrar una Comisión, 
compuesta de los sujetos de capacidad e inteli­
gencia, que recoja a la mayor brevedad posible 

las traducciones que se hayan hecho del Código 
Civil, de los enjuiciamientos civiles y crimi­
nales, del de comercio, del penal y del rural, 
para que se arreglen y confronten, estando au­
torizada la Comisión para completar la tra­

ducción, sino estuviese del todo hecha para so­
licitar que se haga en el extranjero, o para 
solicitar los Códigos que ya estén traducidos; a 

fin de reunirlos todos y ponerlos en la versión 
al idioma castellano". Agrega el Decreto del 
Senado Consultor que "la reconocida comisión 
se ocupará en modificar y localizar la expre­

sada legislación, acomodándola a las necesi­
dades, usos y conveniencias del país, al 
carácter y genio nacional, en armonía con 
nuestros principios e instituciones". Verifi­
cados los trabajos que se le asignaban a la Co­

misión ésta debía someterlos, tan pronto como 
fuera posible, al voto del Poder Legislativo, 

para que éste pudiera discutirlos y adoptar el 
derecho público que más conviniera a la 

nación. 
El 4 de mayo de 1882, en el Gobierno de 

Femando A. de Meriño, el Congreso Nacional, 

por su Decreto Nº 2025, declaró "obra de ne­
cesidad pública la traducción, localización y 
adecuación de los C(>digos Civil, de Comercio, 

de Procedimiento Civil y de Instrucción Cri­
minal, así como la revisión del Código Penal 

común". 
Por este mismo decreto se autorizaba al 

Poder Ejecutivo, por órgano de la Secretaría 

de Estado correspondiente, a "celebrar un 

contrato con una comisión compuesta de cinco 
abogados de la República, que se encargará del 
trabajo". En cumplimiento de ese Decreto, el 
Ministro de Justicia e Instrucción Pública, 

Juan Tomás Mejía, suscribió con los abogados 
José de J. Castro, Apolinar de Castro, Manuel 
de J. Galván y José Joaquín Pérez, un contrato 
mediante el cual estos últimos aceptaban "la 

comisión de dar carácter nacional a la legisla­
ción extranjera que rige en el país, tradu­
ciendo, localizando y concordando a nuestras 
leyes especiales los Códigos Franceses si­

guientes: el Civil, el de Procedimiento Civil, 
el de comercio, el de Instrucción Criminal, y 
el Penal en lo que no esté de acuerdo el texto 
español vigente con el concienzudo trabajo que 
se desea, y de igual modo el Penal Militar y su 

Ley de Pro.cedimiento". 
Una Resolución del Poder Ejecutivo del cual 

estaba encargado Casimiro Nemesio de Moya, 
general de división del Ejército Nacional y 

Vicepresidente de la República, aprobó en fe­
cha 1 O de noviembre de 1883, en todas sus 
partes, el referido contrato celebrado por el 
ciudadano ministro de justicia, para la tra­
ducción, localización e impresión de los 

Códigos vigentes de la República. 

En fecha 20 de agosto de 1884, mediante 
Decreto del Congreso Nacional, fue promulgado 

el actual Código Penal. Las consideraciones da­
da_s por el Congreso Nacional para sancionarlo, 

merecen ser transcritas in-extenso. Ellas son 

las siguientes: 1 : "que el Código Penal presenta­

do por el Poder Ejecutivo para su sanción en la 

actual legislatura es, como traducción, lo­
calización y adecuación del Código Penal Francés, 
una obra perfecta en su género"; 2: "que el Códgo 



Penal Dominicano que venia rigiendo, como tra­
ducción perfecta de aquel, carecía de reformas 
que se han hecho con el criterio que corresponde, 
así en la forma como en esencia de algunos 
artíwlos"; y 3: "que el Poder Le-gislativo al dec­
retar en fecha 4 de julio de, 1882 la traducción, 
localización y adecuación de los Códigos, recono­
ció iff1)fícitamente en la Comisión de Abogados que 
nombrase el Poder Ejecutivo, el criterio científico 
suficiente para ejewtar el trabajo indicado y las 
reformas necesarias". la parte dispositiva del 
analizado Decreto, es la siguiente: "Art. 1: Queda 
sancionado, y dado como ley de la Nación, el 
Código Penal Dominicano arreglado por la Co­

misión nombrada por el Poder Ejecutivo, con­
forme al decreto del Congreso Nacional, de fecha 
4 de julio de 1882, y conservando el orden de los 
artículos del texto francés; 2: El presente decre-

. to será colocado al frente de cada ejemplar im­
preso del Cócigo Penal Dominicano, y sé publicará 
a la vez que éste en la Gaceta Oficial, y el Boletín 
Judicial, derogando el Código Penal promulgado en 
fecha 3 de junio de 1867 y toda otra disposición 
que le sea contraria". 

Después de esas Resoluciones o Decretos, se 

han promulgado varias leyes que han comple­

tado, modificado o incluido nuevas disposi­

ciones a los Códigos Penal y de Procedimiento 

Criminal. 

Finalmente, por Decreto del Presidente Sal­

vador Jorge Blanco, número 826, de fecha 27 

de febrero de 1983, se creó una Comisión en­

cargada de actualizar el Código de Procedi­

miento Criminal, así como también otra en­

cargada de hacer lo mismo al Código Penal. 

En nuestro estudio han desfilado personajes 

y épocas variadas y aún regiones diferentes: 

Grecia, Roma, España, Santo Domingo. Nos he­

mos referido ampliamente haciendo poner de 

resalto la importancia de la creación de la Real 

Audiencia de Santo Domingo, primera de 
América. 

Graves, solemnes, engolillados, con bastón 
blanco y flexible y con una cruz tallada en la 
empuñadura, desfilan, en fantástica teoria de 
probos y de sabios varones, los Oidores de la 
Real Audiencia de Santo Domingo, durante los 

siglos difíciles y árduos de la conquista y la 

colonización de las nuevas tierras del conti­

nente colombino. Pasan orgullosos, descontan­

do el tiempo transcurrido, los oidores funda­
dores Marcelo de Villalobos, Juan Ortiz de 
Matienzo y Lucas Vásquez de Ayll6n. Les siguen 

Sebastián Ramírez de Fuenleal, el obispo, go­

bernador y Presidente; Gaspar. de Espinosa, 

Alonzo de Suazo, Juan de Echagoyan, Alonzo de 

Zorita. 

Evoquemos la memoria de tan ilustres ju­
risperitos, unida a la de más recientes pena­
listas como lo fueron mi inolvidable maestro, 

Angel María Soler y los no menos reputados 

especialistas de la materia Damián Báez, Ar­

turo Napoleón Alvarez, Leoncio Ramos, Pedro 

Rosell, Hipólito Herrera Billini, Juan José 

Sánchez y Héctor Sánchez Morcelo. 



DOCTRINA 
El Fraude Telefónico en la 

República Dominicana 
Por Maria Jesús Velázquez* 

La expresión "fraude", del latín "fraus, 

fraudis" significa ~engaño, acto de mala fé" 

(Pequeño Larouse Ilustrado, Ramón García 

Pelayo y Gross, México, 1991 ); "engaño, in­

exactitud consciente, abuso de confianza, que 
produce o prepara un daño, generalmente ma­

terial..." ( Diccionario de la Lengua Española, 

,Real Acádemia Española, Madrid, 1984). 

El eminente profesor de la Facultad de Dere­

cho de París, Henri Capitant, en su prestigi~ 

so diccionario Vocabulario Jurídico, · define el 

"fraude" de la siguiente manera: "l(Der. Civ.). 

Acto cumplido intencionalmente, con la finali­

dad de herir los derechos o intereses ajenos ... 

ll(Der. Pen.). A. Mala fé ... B.Engaño .... " . En el 

diccionario Léxico de Términos Jurídicos, de 

Raymond Guillien y Jean Vincent ( Dalloz, 
8va. Edición, 1990, la expresión "fraude" se 

define de la siguiente manera: "Dr. Gén. -

Acción que muestra en su autor la voluntad de 

hacer daño a otro ... Dr. lnt. Priv - Adaptación 

consciente de medios ficitos a fines contrarios 

a las leyes. El fraude a la Ley consiste, fre­

cuentemente, en modificar, mediante artifi-

• Licenciada en Derecho "Magna Cwn Laude", UNPHU, 
1982. Master m Negocios Marítimos, del Instituto Marítimo 
Español, Madrid, España, 1987. Directora de Servicios Le­
gales de TRICOM. 
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cios, las circunstancias de hecho según las 

cuales se determina la regla del conflicto. La 
jurisprudencia tiene en cuenta no solamente el 
fraude cometido en perjuicio de la ley france­

sa, sino también aquel que se ejecuta en detri­

mento de la ley extranjera" (Lexique de 

Termes Juridiques, Raymond Guillien y Jean 
Vincent, 8va. Edición, Dalloz, 1990). 

El negocio de las · telecomunicaciones es 

atractivo por su carácter técnicamente · espe­

cializado y por ser considerablemente lucra­

tivo. Sin embargo, es importante resaltar que 
así como las telecomunicaciones pueden resul­

tar ser un negocio lucrativo, así mismo éste 

puede arrojar pérdidas cuantiosas debido a las 

innumerables modalidades de fraudes que se 

cometen en ocasión de la prestación de estos 

servicios, clasificados dentro de la categoría 

de públicos por ser de interés general, a la 

luz de las disposiciones consagradas en la le­

gislación dominicana (Art.2 de la Ley de Tele­

comunicaciones No. 11 8 del 1 ro. de febrero de 

1966). 
El fraude en las llamadas de larga distancia 

internacional, conocido como "toll fraud" ha 
sido definido como el "robo de servicios de 

larga distancia por terceras partes no rela­

cionadas"; éste puede ir relacionado a men­

sajes de servicios de larga distancia y de redes 

privadas, incluyendo servicios de recepción 

800" (i.e.: Fraude en servicios de larga di• 
tancia internacional a través de celulares, de 
tarjetas de crédito, de PBX, etc.). En esta de­
finición se especifica "tercera parte no reta-



cionada para diferenciar este tipo de fraude 

{"toll fraud'') de otro igualmente conocido de­

nominado "teleabuse" ó abuso telefónico defi­

nido como: "fraude, desperdicio y abuso com­

etido por personas de adentro {miembros 

directivos, así como sus amigos y relacionados 

{i.e.: empleados que hacen sus llamadas perso­

nales ó revenden números de accesos, 900, 

976 800) {Toll Fraud and Teleabuse, John J. 

Haugh, Robert E. Bumey, Gregory L Dean & 

Lawrence H. Tisch, EE. UU., 1992). 

A nuestro humilde parecer, el número de 

llamadas de larga distancia internacional hacia 

la República Dominicana utilizando métodos 

fraudulentos es superior a las llamadas que se 

realizan desde la República Dominicana hacia 

el exterior a través del fraude. 

Sin embargo, el fraude constituye una espe­

cie de secreto corporativo que las compañías 

telefónicas se resisten a discutir debido a las 

implicaciones que el mismo conlleva. Muchas 

veces se evidencian debilidades en los sistemas 

de seguridad de las compañías telefónicas ó 

personal ineficiente susceptible de incurrir 

en faltas graves. Andy Zipper se ha referido al 

fraude en las llamadas de larga distancia in­

ternacional como a un "secreto corporativo 

pequeño y sucio", cuyo misterio guardado ce­

losamente en un armario contribuye a incidir 

en que el problema aumente y se propague 

{Artículo de Barron's, Andy Zipper, sobre 

Fraude en Llamadas de Larga Distancia Inter­

nacional, opus cit.). 

Algunas compañías de telecomunicaciones 

prefieren mantener el fraude telefónico ex­

perimentado por éstas, en secreto fundamen­

talmente para evitar la "publicidad", con la 

falsa creencia de que si el problema no se hace 

público de alguna manera disminuirá ó senci­

llamente desaparecerá. Pero la experiencia 

demuestra que los problemas afectan en la 

medida en que existen y hasta que se les ~ 

fronta y se aunan esfuerzos en la búsqueda de 

soluciones para resolverlos. De ahl la impor­

tancia en la coordinación de los intercambios 

6 trabajos de equipos {"liasen") con repre­

sentantes de las diversas empresas telefónicas 

para encarar la epidemia de fraude que afecta 

la industria . mediante técnicas anti-fraudes 

que golpe por golpe confronten este problema. 

En este orden de ideas, la campaf\a anti­

fraude de la Asociación de la Industria de Te­

lecomunicación Celular {"CTIA ") se concentra 

en tres áreas claves: 

1 ) Educación sobre la Aplicación de la Ley 

y Compañías de telecomunicaciones 

{"ca rrier"); 

2) Investigaciones; 

3) Coordinación de Trabajo con otros 

Grupos en la Industria de las 

Telecomunicaciones. 

La "FTF" 6 "Fraude Task Force" de los E.U. 

ha realizado numerosos programas educativos 

. sobre la aplicación de la Ley y el porteador de 

llamadas telefónicas ó "carrier" desde No­

viembre de 1991, fecha esta última en que la 

"FTF" inició sus operaciones oficialmente. Ac­

tualmente, en los Estados Unidos de América 

1,200 empleados de más de 65 compai\ías ha 

recibido entrenamiento en la detección y ha­

bilidad frente al fraude. En efecto, las empre­

sas de telecomunicaciones deben tener las 

herramientas que le permitan identificar y 

rastrear el fraude. Resulta tortuoso luchar 
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contra lo desconocido, sobre todo cuando no es 

visible. 

Según informes recibidos, en el año 1 991-

1992 en la República Dominicana el "Comité 

de Fraude Telefónico" ("CCFT") se reunió en 

varias ocasiones. Dicho Comité estuvo inte­

grado en esas reuniones por un Representante 

de la Dirección General de T elecomunica­

ciones, un Representante de la A T & T Hispa­

niola y otro de la Compañía Dominicana de 

Teléfonos, C. por A. (Codetel). 

En la República Dominicana, la parte regu­

ladora la ostenta el órgano técnico especiliza­
do, que es la Dirección General de T elecomu­

nicaciones ( en lo adelante "DGT"). En efecto, 

la regulación, supresión y fiscalización de los 

servicios de telecomunicaciones es ejercida 

por la DGT y por su superior jerárquico que 
es la Secretaría de Estado de Obras Públicas y 

Comunicaciones. 

En principio, la participación de la DGT en 

el CCFT es esencial en razón del carácter emi­

nentemente técnico de los servicios de tele­

comunicación. Además de que en la República 

Dominicana rige el principio de que "nadie 

puede hacerse justicia por sí mismo", para 

incoar una acción ante los Tribunales Ordina­

rios Dominicanos y/ ó o ante la Jurisdicción 

Administrativa ( ejercida por la Cámara de 

Cuentas en funciones de Tribunal Contencioso 

Administrativo), es recomendable proveerse 

de un informe pericial, de un experticio ó de 

una opinión técnica de la DGT, sobre el caso. 

Sin embargo, en la práctica las empresas de 

telecomunicación autorizadas por el Estado 

Dominicano, se han mostrado proclive~ a re­

solver los casos de fraude telefónico de manera 

individual, sin darle participación alguna a la 
DGT. 

La Suprema Corte de Justicia, que es nues­

tro más alto Tribunal, actuando en funciones 

de Corte de Casación, en ocasión de un litigio 

relativo a fraude, se pronunció en el sentido de 
que: "La intención necesaria para caracterizar 

el fraude es el propósito deliberado de obtener 

un beneficio injustificado en perjuicio de otra 
persona" (Boletín Judicial No. 71 5, página 
1279). 

En cuanto .a la diversidad de fraudes tele­
fónicos es oportuno señalar el auge que existe 

en el área de celulares en las que se han re­

portado en un número creciente los denomina­

dos" cloning" (teléfono celular ilegalmente 

modificado a fin de que sea identificado 

válidamente como un cliente conocido); "tu~ 

bling" (teléfonos celulares modificados de 

forma ilegal para incluir programas 

("software") que permiten que el propietario 
bandido pueda cambiar a su libre albedrío el 

número de serie electrónico interno ("ESN") ó 

el número de identificación móvil); y "subs­

cription fraud" ( que es cuando un cliente en 
prospecto, presenta Identificación falsa 6 al­

terada para obtener servicio celular, ocasi~ 
nando que las facturas telefónicas celulares del 

indicado cliente sean dirigidas a direcciones 

equivocadas, provocando finalmente que el te­

léfono sea desconectado por falta de pago). 

Las antiguas formas de fraude ejecutadas a 

tra-vés de "cajas negras" y de varios colores 

han sido sustituídas por modernos métodos que 

obligan a las compañías telefónicas a invertir 

en tecnologías como el IS-41 para la preva­

lidación de llamadas y estándares digitales y 
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detección del "cloning" a través de un análisis' JURISPRUDENCIA 
estadístico de la información relativa al "CDR" 
( registro detallado de llamadas para detectar 

cambios en los patrones de uso del suscriptor 
que indiquen un posible uso fraudulento. 

Finalmente, a título meramente ilustrativo 
y en modo alguno enunciativo existe una di­
versidad de fraudes detectados en los sistemas 
de facturación {borrado de llamadas de larga 
distancia, alteración de registro de llamadas, 

modificación de precios a los item codes, bo­
rrado y alteración del registro de llamadas); 
en la Red {borrado y alteración del registro de 
llamada, activación de número sin estar am­
parado por órdenes de servicio, activación 
fraudulenta de fineas); celulares móviles (ac­

tivación de celulares mediante el uso indebido 

del ESN); y muchos otros más. 
En conclusión, el fraude en las telecomuni­

caciones, si bien no puede ser detenido por la 
reacción inmediata que provoca en los infrac­
tores quienes se las ingenian para adoptar ac­

ciones en contra de su prevención, sí puede 
ser obstaculizado a través de la educación, la 
investigación y sobre todo el trabajo en equipo 
de las diversas empresas de telecomunicación. 

SEN1ENCIA DE LA SUPREMA CORlE DE 
JUSTICIA DEL 1 DE DfCIEMBRE DE 1989 

Informe del perito no comunicado a la parte 
adversa. Lesión del derecho de defensa. 

La Suprema Corte de Justicia, despu& de haber deliberado 
y vistos los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación. 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los do­
cwnentos a que ella se refiere consta Jo siguiente: a) que con 
motivo de una litis sobre tarenos regislrados, el Tribunal de 
Tierras de JQrisdicción Original dictó el 25 de noviembre de 
1975 una sentencia con el siguiente dispositivo: "PRIMERO: 
RECHAZA. por improcedente, la instancia de fecha 2 de fe­
brero de 1972, dirigida al Tribunal Superior de Tierras por el 
Dr. Miguel Angel Luna Molina a nomlre y representación del 
señor P. A.; y SEGUNDO: Mantiene, con toda su fuerza y 
vigor el Certificado de Título Nº 59-632, que ampara el Solar 
NO 29 de la Manzana NO 2()1) del Dislrilo Cawtral NO 1 del 
Municipio de San Francisco de Macorís".- b) que sobre el re­
curso interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada con 
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara nulo, 
sin valor ni efecto jurídico alguno, el acto bajo firma privada 
de fecha 20 de diciembre de 1970, legalizado por el Notario 
del Municipio de Castillo Dr. Pedro Guillermo Grullón López 
el 21 de diciembre de 1971, que contiene la venta otorgada 
por la hoy finada señora l. C. G. en favor de la señora A. C .. 
de las mejoras edificadas en el Solar NO 29 de la Manzana 209 
del Distrito Castatral NO 1 del Municipio de San Francisco de 
Macorís, que consisten en una casa de tablas de palma, frente 
de clavot, rechada de zinc, con piso de maderL- SEGUNDO: 
Ordena la transferencia en favor del señor P. A. (Persio), 
(generales), de todas las mejoras construidas en el Solar N• 29 
de la Manzana 209 del Distrito Catasttal N1' 1 de San Francis­
co de Macorís. o sea una casa de tablas ele palma. frente de 
clavot, techada de zinc, con piso de madera. TERCERO: Or­
dena al Registrador de Títulos del departamento de San Fran­
cisco de Macorís: a) Cancelar en el original y duplicados del 
Cenificado de Título Nº 59-632, correspondiente al Solar NO 
29 de la Manzana 200 del Distrito Catasual N1' 1 del Munici­
pio de San Francisco de Macorís. la anotación en la que 1e 

hace constar que fueron transferidas a la señora A.C., las me­
joras indicadas arriba y el Duplicado del dueño expedido a la 
señora A.C. b) Anotar, que quedan registradas en favor del 
señor P.A. (Persio), de generales arriba anotadas, todas 111 
mejoras construidas en el Solar N' 29 de la Manzana 209 del 

Municipio de San Francisco de Macorís, descrita arriba y ex­
pedirle un Duplicado del Dueño. c) Hacer constar un derecho 



de arrendamiento sobre el Solar de que se trata, en favor del 
mismo señor P.A. (Persio). de generales arriba anotadas. d) 
Hacer constar un privilegio por la swna de RD$29.00, en fa­
vor del Estado Dominicano, por concepto del costo de la men­
sura catastral del Solar N9 29 varias veces aludido antes." 

Considerando, que la recurrente propone los siguientes me­
dios de casación: Primer Medio: Desnawralización de los he­
chos de la causa. Falta de ponderación de los mismos y, de 
consiguiente. falta de motivos y de base legal.- Segundo Me­
slm: Violación del sagrado derecho de defensa; 

Considerando. que en el segundo medio de su JCClD'SO, el 
cual se examina en primer lugar por la solución que se le va a 
dar al caso, la recurrente alega. en síntesis, lo siguiente: que el 
tribunal üll2 ordenó WUl medida de instrucción consistente 
en un peritaje caligráfico para verificar la firma de I.C.C., 
puesta al pié del acto de venta del 20 de diciembre de 1970, 
otorgado por ella en favor de la recurrente, del inmueble en 
discusión. que este peritaje fue verificado por el perito desig­
nado, pero el resultado del mismo no le fue comunicado a ella; 
que lo jurídico y nawral, conforme a las normas de justicia y _ 
equidad que implica en nuestro derecho era que tal medida se 
hiciera contradictoria entre las partes en causa en audiencia 
pública para que ellas tuvieran la opornmidad de formular sus 
objeciones sobre las diferencias o ineficiencia de dicho in­
forme pericial, ya que tratándose de que la vendedora era "una 
mujer vieja y enfama. y acosada por el natural nerviosismo 
resultante de su estado de secuestro. dominio. y captación de 
su voluntad. a que la tenía sometida P.A.", era natural que los 
rasgos caligráficos de su firma variaran; que, por tanto, :u de­
recho de defensa fue violado y, por tanto, la sentencia impug­
nada debe, en consecuencia. ser casada; 

Considerando, que en la sentencia impugnada se da por es­
tablecido lo siguiente: que P.A. impugnó, por considerarla 

fraudulenta. la venta otorgada por I .C.C. en favor de A.C. el 
20 de diciembre de 1970, legalizada por el Notario Pedro 
Guillermo Grullón L6pez. el 21 de diciembre del mismo año, 
de todas las mejoras existentes en el solar N9 29 de la Manza­
na 209 del Distrito Castatral N9 1 del Municipio de San Fran­
cisco de Macorís, es decir, las mismas mejoras que le había 
vendido a él I.C.C. el 21 de agosto de 1968; que el Tribunal 
Superior de Tierras designó al perito Luis F. Romero Navarro 
con el fin de determinar si la firma que aparece al pié del acto 
del 20 de diciembre de 1971 era o no la obra de la difunta 
I.C.C.; que el perito designado rindió su informe en el cual in­
dica que dicha firma no era la obra de la mencionada C.C., 
comparándola con la que figura en el acto de arrendamiento 
del 8 de febrero de 1956 que ella había depositado cuando re­
clamó esas mejoras ante el Tribunal de Tierras; que el Tribu­
nal de Tierras expresa también en su sentencia que llegó a la 
misma conlusión del perito designado y declaró la nulidad del 
referido acto de venta; 

Considerando, que sin embargo, en el expediente no hay 
constancia de que el informe rendido por el perito fuera comu­
nicado a la recurrente para que ella hiciera sus observaciones 
y, por tanto, tal como ella lo alega, dicho informe no se hiz.o 
contradictorio entte las partes; que en estas condiciones, es ob­
vio que el derecho de defensa de la recurrente fue violado y, 
en consecuencia, la sentencia impugnada debe ser casada. sin 
que sea necesario examinar el primer medio del recurso; 

Coniderando, que cuando la sentencia impugnada es casada 
por violación de las reglas procesales a cargo de los jueces, las 
cosas pueden ser compensadas; 

Por tales motivos. Primero: Casa la sentencia. .. 

Si resulta imposible entregarla, favor de devolverla a: 
Revista de Ciencias Jurídicas 
Pontificia Universidad Católica Madre y Maestra 
Santiago, República Dominicana 
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  Obra donada a la biblioteca virtual de la Escuela 
Nacional de la Judicatura por la Pontificia 
Universidad Católica Madre y Maestra (PUCMM). 
   
  Esta colección contiene doctrina, legislación y 
jurisprudencia de los volúmenes históricos de la 
revista desde el año 1977 a 2015, constituyendo un 
aporte a la cultura jurídica y el estudio del 
Derecho.  
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